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INFORME DE LA PONENCIA CREADA EN EL SENO DE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE AUTOGOBIERNO
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I. I. ORIGEN DE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE AUTOGOBIERNO

La Comisión Especial sobre Autogobierno tiene su origen en la sesión plenaria celebrada el día 25 de octubre de 2001, que abordó con carácter monográfico el tema del autogobierno. Tras el oportuno debate, la cámara aprobó la siguiente resolución:

“Reivindicamos y exigimos, por respeto a la voluntad de la sociedad vasca, el cumplimiento íntegro y urgente del Estatuto de Gernika, de conformidad con los principios que lo inspiraron y de acuerdo con la propia posición manifestada por el Parlamento Vasco el 20 de octubre de 1995, en relación con el informe de prioridades de transferencias pendientes.

Asimismo, reconocemos la legitimidad democrática de los actuales marcos jurídicos y políticos construidos por la voluntad de la ciudadanía  vasca, y reconocemos, también, la legitimidad democrática de las opciones de cambio y actualización de los mismos, en función de que en la sociedad vasca se alcancen las mayorías requeridas para ello.

Nos comprometemos a la constitución de una comisión parlamentaria de profundización de nuestro autogobierno en la que se aborde el respeto y cumplimiento del pacto estatutario y las opciones de actualización del mismo, en función de las potencialidades que contiene.” 

Esta resolución, por otra parte, fue desarrollada por la Mesa del Parlamento Vasco, que, en reunión de 20 de noviembre de 2001 y oída la Junta de Portavoces, adoptó el acuerdo que a continuación se transcribe:

“1- La Comisión Especial sobre Autogobierno tiene como finalidad abordar la cuestión del respeto y cumplimiento del pacto estatutario y las opciones de actualización del mismo, en función de las potencialidades que contiene, y estará compuesta por dieciocho miembros según la siguiente distribución:

· Grupo Euzko Abertzaleak-Nacionalistas Vascos: 6

· Grupo Popular Vasco-Euskal Talde Popularra: 4

· Grupo Socialistas Vascos-Euskal Sozialistak: 3

· Grupo Eusko Alkartasuna: 2

· Grupo Batasuna: 2

· Grupo Mixto: 1

2- El funcionamiento de esta Comisión Especial se regirá, en general, por las mismas normas que son de aplicación a las Comisiones Permanentes, siendo sus sesiones abiertas a los medios de comunicación, sin perjuicio de que la Comisión pueda acordar constituir en su seno ponencias.

3- Los dictámenes, acuerdos o conclusiones que, en su caso, pudieran aprobarse en la Comisión serán trasladados al Pleno para su consideración, debate y aprobación definitiva.

4- La Comisión Especial sobre Autogobierno deberá elaborar y acordar un Plan de Trabajo del que dará conocimiento a la Mesa de la Cámara.

Por último, se fija el plazo para que los Grupos Parlamentarios designen a sus representantes en la Comisión que concluye el martes día 27 de noviembre, a las 10 horas.”

De este modo, en cumplimiento de la referida resolución plenaria, una vez establecidas estas normas de funcionamiento y cumplimentado el trámite a que hace referencia el último párrafo del acuerdo de Mesa, la Comisión Especial sobre Autogobierno es formalmente constituida el día 29 de noviembre de 2001, quedando conformada por los siguientes miembros:

Presidenta: 
Elixabete Piñol Olaeta (EA-NV)

Vicepresidente: 
Rafael Larreina Valderrama (EA)

Secretario: 
Antton Karrera Agirrebarrena (Mixto-EB/IU/B)

Vocales: 
Joseba Egibar Artola (EA-NV)

             
Juan Mª Juaristi Lizarralde (EA-NV)

            
 Emilio Olabarria Muñoz (EA-NV)


José Antonio Rubalkaba Quintana (EA-NV)


Iñigo Urkullu Renteria (EA-NV)


Leopoldo Barreda de los Ríos (PV-ETP)


Antonio Damborenea Basterrechea (PV-ETP)


Fernando Maura Barandiarán (PV-ETP)


Mª Enriqueta Benito Bengoa (PV-ETP)


Rodolfo Ares Taboada (SV-ES)


Jesús Eguiguren Imaz (SV-ES)


Víctor García Hidalgo (SV-ES)


Gorka Knörr Borràs (EA)


Antton Morcillo Torres (ABGSA)


Josu Urrutikoetxea Bengoetxea (ABGSA)

II- TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE AUTOGOBIERNO

Constituida ya la Comisión, se celebró una primera sesión con fecha de 19 de diciembre de 2001 en la que, entre otros puntos del orden del día, los distintos Grupos Parlamentarios hicieron una sucinta exposición de sus propuestas de Plan de Trabajo, que a continuación se resumen:

Grupo Parlamentario Mixto-Ezker Batua/Izquierda Unida/Berdeak:

a) Reuniones de la Comisión con periodicidad al menos quincenal

b) Dos bloques objeto de estudio: 

· Respeto y cumplimiento del pacto estatutario

· Opciones de actualización de dicho pacto en función de sus potencialidades

c) Metodología a base de comparecencias a propuesta de los diferentes Grupos, aprobadas por la Comisión al inicio de los trabajos

d) Posibilidad de constitución de ponencias en el seno de la Comisión

Grupo Parlamentario Araba, Bizkaia eta Gipuzkoako Sozialista Abertzaleak:

a) Cuatro bloques objeto de estudio:

· Origen del Estatuto de Autonomía

· Desarrollo del mismo

· Retos que tiene ante sí Euskal Herria

· Marco jurídico necesario para afrontar tales retos

b) Se elaboraría un dictamen por cada uno de los bloques analizados

c) Los trabajos de cada bloque precisarían de cuatro sesiones de Comisión: tres de ellas para la sustanciación de comparecencias y la cuarta para la elaboración del corrrespondiente dictamen

d) Se plantearían las solicitudes de comparecencias para cada uno de los bloques del siguiente modo: mientras se trabaja en un bloque se harían las debidas propuestas para el siguiente

Grupo Parlamentario Eusko Alkartasuna:

a) Reuniones quincenales o con más asiduidad si fuera preciso

b) Dos bloques objeto de estudio:

· El Estatuto de Autonomía y su situación

· Su actualización, el nuevo consenso político, siguientes pasos a dar

c) Se trabajarían ambos bloques simultáneamente

d) Los instrumentos de trabajo serían: 

· Comparecencias a propuesta de todos los Grupos Parlamentarios

· Informes

· Demás aportaciones de los Grupos

e) El dictamen final estaría aprobado en junio

Grupo Parlamentario Socialistas Vascos-Euskal Sozialistak:

a) Tres bloques objeto de estudio:

· Análisis del desarrollo estatutario (en su vertiente de relaciones Gobierno Vasco/Gobierno central)

· Desarrollo ad intra del Estatuto

· Desarrollo de las potencialidades del Estatuto

b) Como medios de trabajo se proponen:

· Comparecencias: se entiende necesaria la comparecencia de la Vicelehendakari del Gobierno Vasco, la de algún representante del Gobierno central (se plantea la posibilidad de sustituir la comparecencia presencial por un informe), la de los tres Diputados Generales y la de representantes de Eudel, además de requerirse también la presencia de los “padres” del Estatuto, así como de representantes sindicales y empresariales.

· Informes: de los Servicios Jurídicos de la cámara, recogiéndose los acuerdos existentes en materia de autogobierno y desarrollo estatutario

Grupo Parlamentario Popular Vasco-Euskal Talde Popularra:

a) Reuniones quincenales de la Comisión

b) Dos materias objeto de estudio:

· Transferencias pendientes

· Desarrollo ad intra del Estatuto

c) El análisis de las potencialidades del Estatuto se circunscribiría a las dos materias objeto de estudio antecitadas

d) Comparecencias: se resalta la importancia de obtener el testimonio de representantes de los diferentes niveles institucionales (representantes del Gobierno, los Diputados Generales, los alcaldes de las tres capitales y de otras poblaciones). Del mismo modo, se plantea la necesidad de contar con la presencia de los estatuyentes, de representantes del mundo universitario y de organizaciones sindicales y empresariales

Grupo Parlamentario Euzko Abertzaleak-Nacionalistas Vascos:

a) Dos temas objeto de estudio:

· Respeto y cumplimiento del Estatuto de Autonomía

· Estudio de las potencialidades del Estatuto, puesta al día del autogobierno

b) Los trabajos deberían estar finalizados en un plazo de seis meses

c) Se plantea la necesidad de sustanciación de comparecencias ligadas a los dos bloques objeto de estudio

Planteadas estas propuestas, la aprobación definitiva del Plan de Trabajo de la Comisión Especial sobre Autogobierno se produjo en la sesión celebrada el día 17 de enero de 2002. En esta misma sesión se aprobaron asimismo las comparecencias propuestas por todos los Grupos Parlamentarios.

El PLAN DE TRABAJO  APROBADO es el siguiente:

 
A- Objeto de estudio:
A. 1. DESARROLLO ESTATUTARIO

a) Origen del Estatuto de Autonomía del País Vasco

b) Análisis del desarrollo estatutario a día de hoy, que comprenderá los siguientes aspectos:

· Balance del respeto y cumplimiento del Estatuto

· Transferencias pendientes

· Desarrollo ad intra del Estatuto

A. 2. ESTUDIO DE LAS OPCIONES DE ACTUALIZACIÓN DEL PACTO ESTATUTARIO EN FUNCIÓN DE SUS POTENCIALIDADES

Este segundo punto dentro del objeto de estudio de la Comisión será abordado desde una perspectiva amplia, que permita que cada Grupo Parlamentario formule sus propuestas al respecto.

B- Forma de abordar los puntos objeto de estudio de la Comisión:
Estos puntos o bloques se abordarán cronológicamente, aunque este criterio será observado con flexibilidad.

C- Calendario de trabajo:

· La Comisión se reunirá, como mínimo, cada quince días.

· La finalización de los trabajos, con la presentación del Dictamen de la Comisión, tendrá lugar a finales de junio de 2002.

D- Metodología de trabajo:

El trabajo de la Comisión Especial sobre Autogobierno se instrumentará a través de:

· Comparecencias 

· Solicitudes de informes

· Tramitación de iniciativas a propuesta de los diferentes Grupos Parlamentarios

· Constitución, en su caso, de ponencias en el seno de la Comisión para el estudio de aspectos concretos.

Por otra parte, la RELACIÓN DE COMPARECENCIAS APROBADAS POR LA COMISIÓN, agrupadas por Grupo Parlamentario proponente y en orden de su presentación en el Registro del Parlamento, es la siguiente:

Solicitudes de comparecencia planteadas por el G.P. Popular Vasco-Euskal Talde Popularra

· Directores/as de los Departamentos de Historia Contemporánea, Derecho Constitucional, Ciencias Políticas, Sociología I y Sociología II de la UPV-EHU, acompañados de los expertos que entiendan oportuno

· Miembros de las comisiones que negociaron, en nombre del Gobierno central y de las instituciones o representantes elegidos por la ciudadanía vasca, tanto el Estatuto de Autonomía de 1979 como el Concierto Económico de 1981

· Diputados Generales de Vizcaya, Guipúzcoa y Álava

· Alcaldes de Bilbao, Vitoria-Gasteiz y Donostia-San Sebastián

· Alcaldes miembros de la Comisión Ejecutiva de EUDEL

· Secretarios Generales de ELA-STV, CC.OO y UGT

· Presidente de EUDEL

· Presidente del Círculo de Empresarios Vascos

· Presidente de Confebask

Solicitudes de comparecencia planteadas por el G.P. Socialistas Vascos-Euskal Sozialistak.

-    Vicelehendakari del Gobierno Vasco.

· Delegado del Gobierno en el País Vasco.

· Diputados Generales de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa

· Presidente de EUDEL y alcaldes de las tres capitales vascas (Vitoria-Gasteiz, Bilbao y Donostia-San Sebastián).

· Secretarios Generales de las centrales sindicales vascas UGT, CC.OO, ELA-STV y LAB.

· Representantes de las asociaciones empresariales vascas (Ajebask, Confebask, Sindicato Empresarial Alavés, Adegi, Cebek y C.E.V.-Círculo de Empresarios Vascos)

· Miembros de la ponencia que, por designación de la Asamblea de Parlamentarios Vascos, redactó el anteproyecto de Estatuto de Autonomía.
· Solicitudes de comparecencia planteadas por el G.P. Batasuna.

· Francisco Letamendia “Ortzi”, profesor de la UPV y diputado en la época en que se aprobó la Constitución.

· Emilio Gebara, abogado que participó en la elaboración del Estatuto de Autonomía.

· Txomin Ziluaga, profesor de la UPV

· José Elorrieta, Secretario General de ELA.

· Tomás Urzainki Mina, abogado e historiador. Miembro de la asociación navarra Orreaga.

· Pedro Portilla, Presidente de la asociación UDA-Trebiño.

· Kepa Landa, abogado.

· Xabier Larralde, concejal de Baiona y miembro de Udalbiltza.

· Xabier Amuriza, bertsolari y traductor. Trabaja en el mundo del euskera y de la cultura en general.

· Juan Karlos Ioldi, preso durante 16 años en las cárceles españolas y candidato a Lehendakari en 1987.

· Antonino Mendizabal, profesor de la UPV y analista del fenómeno de la globalización.

· Emilio Ginés, abogado y experto en temas europeos.

· Loren Arkotxa, Presidente de Udalbiltza.

· Rafa Díez, Secretario General de LAB.

· Adolfo Araiz, abogado.

Solicitudes de comparecencia planteadas por los GG.PP. Euzko Abertzaleak-Nacionalistas Vascos, Eusko Alkartasuna y Mixto-Ezker Batua/Izquierda Unida/Berdeak.

· Jon Arrieta Alberdi, profesor titular de Historia del Derecho en la UPV-EHU.

· Xabier Arzalluz Antia, diputado, miembro de la Asamblea de Parlamentarios y de la comisión negociadora del Estatuto.

· Javier Caño Moreno, jurista y ex Consejero de Presidencia del Gobierno Vasco.

· Marc Carrillo, Catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad Pompeu Fabra.

· José Manuel Castells Arteche, Catedrático de Derecho Administrativo de la UPV-EHU.

· Comisiones Obreras.

· Consejeros actuales del Gobierno Vasco.

· Juan Echevarria Gangoiti, miembro de la Asamblea de Parlamentarios y de la comisión negociadora del Estatuto.

· Eusko Langileen Alkartasuna-Solidaridad de Trabajadores Vascos.

· Mario Fernández Pelaz, ex Vicelehendakari del Gobierno Vasco.

· Carlos Garaikoetxea Urriza, Lehendakari del Gobierno Vasco.

· Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, ponente constitucional.

· Pedro Ibarra Güell, Catedrático de Ciencias Políticas de la UPV-EHU.

· Gurutz Jáuregui Bereciartu, Catedrático de Derecho Constitucional de la UPV-EHU.

· Iñaki Lasagabaster Herrarte, Catedrático de Derecho Administrativo de la UPV-EHU.

· Francisco Letamendia Garmendia, Diputado en las Cortes Constituyentes y profesor de la UPV-EHU.

· Marcos Vizcaya Retana, diputado, miembro de la Asamblea de Parlamentarios y de la comisión negociadora del Estatuto.

· Juan María Ollora Otxoa de Aspuru, Senador y miembro de la comisión negociadora del Estatuto.

· Jaime Pastor Verdú, profesor del Departamento de Ciencia Política de la UNED. 

· Juan Porres Azkona, jurista y ex Consejero de Presidencia del Gobierno Vasco.

· Luis Carlos Rejón Gieb, diputado.

· Juan María Vidarte Ugarte, senador, miembro de la Asamblea de Parlamentarios y de la comisión negociadora del Estatuto.

· Ramón Zallo Elgezabal, Catedrático de Comunicación de la EHU-UPV.

· Imanol Zubero Beascoechea, profesor titular de Sociología de la UPV-EHU.

Solicitudes de comparecencia planteadas por los GG.PP. Euzko Abertzaleak-Nacionalistas Vascos y Eusko Alkartasuna.

· Udalbiltza. Consejo de Dirección presidido por Jon Jauregi.

· Abertzaleen Batasuna (AB)

De todas estas personalidades han comparecido efectivamente las 57 que se detallan, a lo largo de 14 sesiones de Comisión:

30.01.2002

- Idoia Zenarruzabeitia Beldarrain, Vicelehendakari del Gobierno y Consejera de Hacienda y Administración Pública

27.02.2002

· Carlos Garaikoetxea Urriza, Lehendakari del Gobierno Vasco

· Francisco Letamendia Belzunce, Profesor de la UPV-EHU y diputado en las Cortes Constituyentes

· Juan Porres Azkona, jurista y ex Consejero de Presidencia del Gobierno Vasco

· Luis Alberto Aguiriano Forniés, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

05.03.2002

· Javier Caño Moreno, jurista y ex Consejero de Presidencia del Gobierno Vasco

· José Ángel Cuerda Montoya, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Juan Mª Ollora Otxoa de Aspuru, senador y miembro de la comisión negociadora del Estatuto

· José Antonio Maturana Plaza, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Rafael Arias Salgado, miembro de la comisión negociadora del Estatuto por parte del Gobierno central

13.03.2002

· Juan Mª Vidarte Ugarte, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Marcos Vizcaya Retana, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Roberto Lertxundi Barañano, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Emilio Guevara Saleta, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

20.03.2002

· Jaime Mayor Oreja, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Mario Fernández Pelaz, ex Vicelehendakari del Gobierno Vasco

· José Pedro Pérez Llorca, miembro de la comisión negociadora del Estatuto por parte del Gobierno central

· Gregorio Monreal Zia, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Juan Echevarria Gangoiti, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

10.04.2002

· Imanol Zubero Beascoechea, profesor de Sociología de la UPV-EHU

· Gurutz Jáuregui Bereciartu, catedrático de Derecho Constitucional de la UPV-EHU

17.04.2002

· Ramón Zallo Elgezabal, catedrático de Comunicación de la UPV-EHU

· Marc Carrillo López, catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad Pompeu Fabra de Barcelona

· Pedro Ibarra Güell, catedrático de Ciencia Política de la UPV-EHU

02.05.2002

· Luis Carlos Rejón Gieb, diputado en el Congreso

· José Manuel Castells Arteche, catedrático de Derecho Administrativo de la UPV-EHU

· Txomin Ziluaga, profesor de Sociología de la UPV-EHU

08.05.2002

· Miguel Ángel García Herrera, director del Departamento de Derecho Constitucional e Historia del Pensamiento Político de la UPV-EHU

· Iñaki Lasagabaster Herrarte, director del Departamento de Derecho Constitucional y Administrativo de la UPV-EHU

· Tomás Urzainki Mina, abogado e historiador. Miembro de la asociación Orreaga

· Jon Arrieta Alberdi, profesor de Historia del Derecho en la UPV-EHU

· Jaime Pastor Verdú, profesor del Departamento de Ciencia Política de la UNED

15.05.2002

· Román Knörr Borràs, como presidente de Confebask y en representación de ADEGI, CEBEK y SEA

· Alberto Oliart, miembro de la comisión negociadora del Estatuto por parte del Gobierno central

· Antonino Mendizabal, profesor de Economía Aplicada en la UPV-EHU

· Adolfo Araiz, abogado

21.05.2002

· Karmelo Sainz de la Maza Arrola, como presidente de EUDEL y en representación de su Comisión Ejecutiva

· Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, ponente constitucional

· Pedro Portilla, presidente de la asociación Uda-Trebiño

29.05.2002

· José Mª Benegas Haddad, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Xabier Arzalluz Antia, miembro de la ponencia redactora del Estatuto y de la Asamblea de Parlamentarios vascos

· Ramón Rabanera Ribacova, Diputado General de Álava

· José Mª  Vizcaíno Manterola, presidente del Círculo de Empresarios Vascos

5 y 6.06.2002

· Josu Bergara Etxebarria, Diputado General de Bizkaia

· Pascal Gómez Pérez de Zuazagoitia, presidente de Ajebask

· Iñaki Azkuna Urreta, alcalde de Bilbao

· Josu Onaindi Buruaga, Secretario General de CC.OO de Euskadi

· Alfonso Alonso Aranegui, alcalde de Vitoria-Gasteiz

12 y 13.06.2002

· Román Sudupe Olaizola, Diputado General de Gipuzkoa

· Kepa Landa, abogado

· Jon Jauregi Bereziartua, presidente de Udalbiltza y alcalde de Beasain

· Rafa Díez Usabiaga, Secretario General de LAB

· Richard Irazusta, portavoz de Abertzaleen Batasuna

· Dámaso Casado Cuevas, Secretario General de UGT de Euskadi

· Xabier Larralde, concejal de Baiona por Batasuna

· Loren Arkotxa, alcalde de Ondarroa y representante de Udalbiltza

· José Elorrieta Aurrekoetxea, Secretario General de ELA-STV

Por otra parte, han excusado su asistencia, por diversos motivos, ante la Comisión:

· Sebastián Martín Retortillo, miembro de la comisión negociadora del Estatuto por parte del Gobierno central

· Mariano Zufia, miembro de la ponencia redactora del Estatuto de Autonomía

· Enrique Iparragirre, miembro de la ponencia redactora del Estatuto de Autonomía

· Kepa Sodupe, miembro de la ponencia redactora del Estatuto de Autonomía

· Juan Mª Bandrés Molet, miembro de la ponencia redactora del Estatuto de Autonomía

· María Antonia Ispizua, Directora del Departamento de Sociología I de la UPV-EHU

· Enrique Villar, Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma Vasca

· Xabier Amuriza, bertsolari

· Félix Luengo Teixidor, Director del Departamento de Historia Contemporánea de la UPV-EHU

· Francisco Llera Ramos, Director del Departamento de Ciencia Política de la UPV-EHU

· José Manuel Fernández Sobrado, Director del Departamento de Sociología II de la UPV-EHU

· Emilio Ginés, abogado y experto en temas de Derecho Europeo

· Juan Karlos Ioldi, preso durante 16 años en cárceles españolas y candidato a Lehendakari en 1987

Enviarán una aportación por escrito a la Comisión, ante la imposibilidad de efectuar una comparecencia presencial, las siguientes personalidades:

· Odón Elorza, alcalde de Donostia-San Sebastián

· Mario Onaindia, miembro de la ponencia redactora del Estatuto de Autonomía

Además de las referidas comparecencias, y en cumplimiento del Plan de Trabajo del que se dotó la propia Comisión, también se aprobó, en sesión celebrada el día 13 de marzo de 2002, la solicitud de los siguientes INFORMES:  

1- Informe del Gobierno Vasco sobre desarrollo estatutario

2- Informe del Gobierno Central sobre el estado actual del desarrollo estatutario en el País Vasco, sus problemas y las posibilidades de llegar a un acuerdo con el Gobierno Vasco

3- Informe de la Letrada de la Comisión en el que se recojan todos los acuerdos adoptados por el Parlamento Vasco, desde la sesión plenaria de 1 de julio de 1993, en el que fijó las bases para alcanzar el pleno desarrollo del Estatuto

En cuanto al primero de los informes, tuvo entrada con fecha de 18 de abril de 2002 escrito de la Vicelehendakari del Gobierno Vasco explicando que se daba por atendida la solicitud planteada por la Comisión a través de la documentación aportada por la propia Vicelehendakari en su comparecencia de día 31 de enero de 2002. Esta documentación es la siguiente:

· Informe sobre prioridades de negociación de las transferencias pendientes (presentado en sede parlamentaria el 20 de octubre de 1995), actualizado con la referencia a los acuerdos alcanzados desde aquella fecha

· Comunicaciones (desde el año 2000) entre la Vicelehendakaritza y el Ministerio de Administraciones Públicas, así como acuerdos adoptados por el Gobierno Vasco, para impulsar las relaciones institucionales intergubernamentales de cara a completar y alcanzar el cumplimiento del Estatuto de Gernika

· Informe sobre consecuencias del incumplimiento del pacto estatutario

En lo relativo al informe solicitado al Gobierno Central, tuvo entrada en esta cámara acuse de recibo de la solicitud cursada, comunicándose que la misma era remitida al Ministerio de Administraciones Públicas.

El informe solicitado a la Letrada de la Comisión fue entregado a los miembros de la Comisión Especial sobre Autogobierno durante la sesión celebrada el día 17 de abril de 2002.

Finalmente, el día 21 de mayo de 2002 se aprobó en Comisión la creación en su seno de una Ponencia, que quedó formalmente constituida el día 6 de junio de 2002. Sus miembros son, además de Elixabete Piñol Olaeta, como presidenta de la Comisión, los siguientes:

· Antton Karrera Agirrebarrena (Mixto-IU/EB/B)

· Antton Morcillo Torres (ABGSA)

· Gorka Knörr Borràs (EA)

· Jesús Eguiguren Imaz (SV-ES)

· Fernando Maura Barandiarán (PV-ETP)

· Joseba Egibar Artola (EA-NV)

Además de la sesión constitutiva, la ponencia se ha reunido en las siguientes fechas:

13 de junio de 2002.

18 de junio de 2002.

25 de junio de 2002.

2 de julio de 2002.

8 de julio de 2002, sesión en la que fue aprobado el presente informe.

III. APORTACIONES REALIZADAS POR LOS COMPARECIENTES ANTE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE AUTOGOBIERNO

El presente Informe, que ha sido contextualizado en las páginas que preceden, sigue una sistemática idéntica al programa de trabajo aprobado por la Comisión tanto para lo que corresponde al Desarrollo estatutario y su cumplimiento como a la profundización del mismo y el estudio de las potencialidades que contiene y recoge  distintas opiniones expresadas por aquellos que han comparecido a petición de la comisión.

1. DESARROLLO ESTATUTARIO

a) ORIGEN DEL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DEL PAÍS VASCO.

El Estatuto, en opinión de muchos comparecientes, nace con la necesidad de dar respuesta a una situación complicada. Fue una solución ideada y construida por la mayoría para dar respuesta a la reivindicación de autogobierno del pueblo vasco a la salida de la dictadura franquista. Fue un punto de encuentro de los ciudadanos vasco, al margen de sus respectivas actitudes identitarias, para configurar un régimen democrático de libertades y autogobierno.

Con el Estatuto se pretendía alcanzar un marco de realización política del Pueblo Vasco, un marco de derechos para la ciudadanía vasca y un marco de competencias y de configuración de la gestión pública vasca.

Los comparecientes que han narrado sus experiencias de lo vivido en la transición política, respecto  de las negociaciones constitucional y estatutaria han destacado el esfuerzo y la voluntad de consenso entre las diversas fuerzas políticas, representantes de sensibilidades fuertemente alejados pero volcados en la consecución de un acuerdo.

El método a través del que surgió el ”Estatuto de Gernika” se centra en el diálogo interno en el País Vasco y en el diálogo con las fuerzas políticas estatales instrumentado en la bilateralidad. La ambigüedad algunos términos incorporados ha acarreado muchos problemas en cuanto al desarrollo estatutario. El Estatuto fue, en cualquier caso, un lugar de encuentro y un instrumento con un valor más amplio que el meramente normativo; tiene su valor político, y por ello su interpretación no se puede ceñir a las normas técnicas de interpretación jurídica, sino que debe incorporar una visión política.

Hay quien ha puesto de relieve, también, que no se trata de un Estatuto como todos los demás, sino que estamos en presencia de una norma foral que trae su causa de la foralidad, foralidad que se liga a una reanudación de los derechos históricos a través del régimen de preautonomía vasca. Se aprecia así que en el Estatuto se recogen los signos identificatorios de la foralidad (estructura politerritorial, competencias históricas, concierto económico, lengua, derecho civil) y se procede a garantizar los derechos históricos, cuyo titular es el Pueblo vasco.

Igualmente, se ha expuesto ante la comisión que hubo quienes se quedaron fuera del proceso constituyente y estatuyente vasco, por considerar que  el diseño de Estado autonómico perfilado en la Constitución de 1978, niega la existencia del Pueblo Vasco, niega el derecho de autodeterminación de Euskal Herria y por la división territorial que impone el Estado español al dividir en dos autonomías (CAV-CFN) diferentes los territorios de Hego Euskal Herria.

Las distintas opiniones manifestadas ante esta Comisión Especial sobre Autogobierno respecto al Estatuto podemos englobarlas en los siguientes planteamientos:

Primera tesis.-

Entronque del Estatuto en la Constitución: Se percibe el Estatuto como materialización y desarrollo de las nacionalidades, basado en el consenso y en la singularidad histórica de la CAPV. En su génesis se encuentra el pacto. El EAPV a lo largo de su vigencia tiene puntos muy positivos, aunque recibe la crítica de su incumplimiento, sobre su agotamiento. Habría que recuperar el consenso y ver si existe una vinculación asimétrica. Para su revisión, además de la vía ordinaria de reforma constitucional existe la vía extraordinaria de los derechos históricos. 

Cualquier reforma se plantearía sobre la base de la voluntad democrática de la ciudadanía.

Estos derechos históricos habría que desligarlos de adherencias jurídicas, y recuperarlos como derecho originario, como reconocimiento de soberanía, del ser y del estar, y es justamente este proceso lo que se ve de difícil materialización, hay dificultades en la actualización de esas realidades históricas.

Se entiende que es en la propia Constitución donde se encuentra el significado de esos derechos históricos; son derechos históricos constitucionalizados, donde la CE actúa como límite de los mismos.

Un cuestionamiento unilateral de los marcos establecidos resultaría contraproducente para la estabilidad y para el desarrollo del País Vasco.

Las medidas de reforma estatutaria recaerían fundamentalmente en analizar las posibilidades de una mayor protección de la cultura, de la lengua, de las instituciones forales, mediante el sistema de introducir un derecho de veto, junto con la reforma del Senado, del Tribunal Constitucional, del Poder Judicial y de las posibilidades de proyección externa de la CAPV. En definitiva se plantea que la reforma o transformación ha de ser cuantitativa puesto que se entiende que cualitativamente lo esencial, lo básico, el concepto y caracteres de la nacionalidad vasca, están ya recogidos en el EAPV.

Segunda tesis.-

Desde una faceta historicista, se ha visto la presencia de la historia y de la tradición tanto en el EAPV como en la CE. En este marco de comprensión, los derechos históricos son explicitados de forma amplia en la CE, devolviendo la vigencia de ciertas instituciones históricas y con un amplio grado de reconocimiento. Se verían así afectados tanto los derechos históricos vascos como los de otras nacionalidades, como Cataluña, Galicia, Navarra, Aragón y Baleares.

La DA 1ª trataría de remediar la ruptura que en materia de concierto económico se había dado en Bizkaia y Gipuzkoa, teniendo la actualización foral una clara faceta competencial de la que se ha hecho uso en materias tales como educación, fiscalidad o policía. Así vista, como limitada a la actualización competencial, podría no cerrarse tal DA a otras CCAA.

En un plano conceptual los derechos históricos son derechos actuales y objetivos, necesitados de actualización, han de ser dinámicos y contener los caracteres identitarios que forman un conjunto identificable (lengua, cultura, tradición e instituciones jurídicas). Actualizar, en consecuencia, supone poner al día y proyectar al futuro. Una vez actualizados obtendríamos unos derechos objetivos, desligados del pasado y de pleno ejercicio actual.

En el proceso de actualización se han dado pasos decisivos a través de los cauces contenidos en la CE y en el EAPV.

Tercera tesis.-

Desde otro punto de vista, se ve que el EAPV ya no es un punto de encuentro, y se demanda otro nuevo contrato, otro nuevo pacto que permita tomar decisiones estratégicas sobre desarrollo político, cultural y de bienestar social.

El EAPV, en su génesis, fue un pacto político entre el País Vasco y el Estado que dotaba a aquél de unas cuotas de autogobierno específico, era necesario y había que desarrollarlo. En tal desarrollo se ha visto una regresión autonómica (Ley de Armonización, normas básicas expansivas que no se limitan a los grandes principios, pronunciamientos del TC, negativa a efectuar transferencias). El EAPV no era un texto cerrado, al contrario incorporaba voluntades jurídicas, solo la ausencia de consenso, la utilización de una interpretación jurídica unívoca ha supuesto su desvalorización. Se ha elegido, entre las interpretaciones posibles, la de menor contenido autonómico. Ha habido una reforma estatutaria encubierta, una erosión del EAPV.

Las características más claras del Estatuto se han perdido. El carácter pactado también, no se han respetado las especificidades (sustrato foral para abrir una vías específica al anclaje competencial vasco).

Profundizar en el régimen de autogobierno significa profundizar en la democracia, conseguir un instrumento jurídico que encaje con la sociedad y con el Estado, que dé paz y estabilidad.

Para regenerar el Estatuto hay que acudir a un pacto y su contenido será la reposición de la DA, una DA que reconoce la existencia de unos derechos preconstitucionales, que es el embrión del derecho de libre determinación, mediante un instrumento jurídico diferente que reconociese estos extremos; un nuevo pacto que adaptase el Estatuto con una nueva extensión competencial, en unos casos y con una ordenación de las relaciones con el Estado, en otros.

No se habla de derechos materiales, sino de algo diferente, de algo histórico. Si unimos el Estatuto como norma con un proceso histórico de derechos forales, obtendremos un concepto integral del Estatuto.

Cuarta tesis.-

Otro sector entiende que la autonomía es el mejor instrumento que tenemos los vascos para hablar de nuestro pasado y construir nuestro presente y futuro, para desdramatizar las diferencias de esta sociedad.

 La concepción del autogobierno es el Estatuto, y su valor esencial está en el valor del pacto y del acuerdo. Estatuto que, se ve, como indisociable de la Constitución y basado en un proceso ideado por la Constitución que requiere de pactos, primero entre vascos y luego entre vascos y españoles. Es un pacto para seguir pactando, y su mandato supone una transacción permanente. Por ello, la autonomía es opuesta a la autodeterminación, ya que la primera se basa en el pacto y la segunda, sin embargo, es de carácter unilateral. La DA 1ª se inscribe en el EAPV y no puede dar lugar a la autodeterminación.

Plantear una reforma del marco estatutario es algo artificial, el problema de la violencia y la presencia de ETA es irresistible.

Quinta tesis.-

El Estatuto se inserta en el proceso constitucional, no se eligió otra vía sino la del Estatuto, la de los derechos históricos, con la intención de aunar reivindicaciones históricas (se recogen los elementos fundamentales del Estatuto del 36), de integrar los preexistentes Territorios Históricos en una estructura común. El Estatuto no es sólo un pacto con el Estado, subsiste también el pacto de integración de los TTHH, el pacto de autoorganización interna.

Se estima que cualquier aproximación a etapas históricas anteriores nos muestra que los vascos nunca tuvimos tanto autogobierno como el que se ha creado con el Estatuto. Asimismo cualquiera que sea el País que tomemos como referencia, no hay ninguna región, nacionalidad o comunidad autogobernada que tenga tanta autonomía como tiene Euskadi.

Las claves del proceso fueron una voluntad real de llegar a un acuerdo, la mutua confianza para construir algo y la participación ciudadana: el refrendo del Estatuto por los tres TTHH se ve como un ejercicio del derecho de autodeterminación.

Se coincide en que el Estatuto requiere de una interpretación posterior mediante acuerdos de desarrollo, concreción e implantación. Pero, a la vez, se sostiene que el EAPV no está cerrado, no está obsoleto; el EAPV funciona hacia dentro y hacia fuera, es un sistema estable de articulación cuyos contenidos son variables a lo largo del tiempo. Es por ello, que se opina que el derecho de autodeterminación no resolvería nada, supondría la ruptura del pacto interno e interterritorial, además del pacto con el Estado, añadiendo que no hay libertad en la actualidad para que el País Vasco decida ese nuevo marco. No hay por tanto alternativa al Estatuto.

El EAPV ha sido un elemento conformador de la realidad vasca, ha permitido la existencia del entramado actual institucional, el reforzamiento de la Hacienda propia, ha procurado al sector económico vasco unos resortes fiscales importantes, ha permitido gestionar un importante volumen de recursos y activar políticas económicas.

Sexta tesis.-

Una última posición doctrinal ve en todo el proceso constitucional y estatutario la negación de la nación vasca y de división territorial.

La CE fue una ocasión perdida, porque no hubo una verdadera voluntad democrática sino una voluntad de dominación, donde jugaron un papel importante las presiones de los poderes fácticos. Se implementa una idea de nación en la que los vascos podemos ser una nacionalidad integrada en una nación española que impone sus modelos.

Para esta tesis el momento constituyente de la transición política postfranquista española tuvo que optar entre dos modelos de respuesta política a la situación planteada, esto es, entre la ruptura y la reforma del modelo de Estado. La ruptura significaba la única manera de garantizar la libertad individual y colectiva del pueblo vasco y el ejercicio del derecho de autodeterminación. Sin embargo, la postura finalmente elegida fue la de la reforma lo que supone la realización cosmética de algunas concesiones políticas pero la negación del derecho que asistía a un pueblo dominado de proclamar su derecho a romper con el estado. Según este planteamiento, con el Estatuto se perdió una oportunidad histórica.

La Constitución , tal y como señala su artículo 2, se  fundamenta en la indisoluble unidad indisoluble de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas”. En consecuencia, este diseño jurídico-político: Niega la existencia de Euskal Herria, niega el derecho de autodeterminación e impone la división territorial en dos comunidades autónomas diferenciadas  (CAV-CFN) a los territorios vascos de Hego Euskal Herria.

La aceptación de la autonomía supone la negación del derecho de autodeterminación. Quienes mantienen esta tesis añaden, tras recordar que la Constitución no obtuvo el refrendo mayoritario en Hego Euskal Herria, que la Constitución ha sido un fracaso y el Estatuto un mero portillo sometido al texto Constitucional.

 b) ANÁLISIS DEL DESARROLLO ESTATUTARIO A DÍA DE HOY.

-BALANCE DEL RESPETO Y CUMPLIMIENTO DEL ESTATUTO

Para hacer un balance de situación del desarrollo estatutario plasmado a día de hoy ha habido comparecientes que han hecho una medición cualitativa y cuantitativa del cumplimiento del Estatuto como marco de realización política, de competencias y configuración de la gestión pública vasca, y de derechos de la ciudadanía vasca.

El Estatuto como marco de realización política, de competencias y configuración de la gestión pública.

La mayoría de los comparecientes reconoce que el estatuto ha permitido la creación del entramado de las instituciones vascas y la puesta en marcha de  políticas públicas, con una calidad y eficacia consideradas comparativamente razonables que han reportado a  la ciudadanía vasca el acceso a altos niveles de desarrollo económico y bienestar social. Importantes actividades públicas de un gobierno están en manos del Gobierno Vasco desde hace más de diez años : educación, sanidad, etc. y  la aplicación del Concierto Económico ha permitido al País Vasco salir de la crisis industrial de los 80, modernizar las infraestructuras y el aparato productivo y alcanzar un alto grado de cohesión social como consecuencia de un importante esfuerzo en las políticas redistributivas. Ninguna  Comunidad ha llegado a ese grado de desarrollo.

Tras la aprobación del Estatuto en el año 1979, el primer momento de aceleración de las competencias se produce a comienzos de los años 80. Algunos han advertido que el intento golpista del 23 F y la LOAPA marcaron un antes y un después en el proceso transferencial. Aunque, hay quien mantiene, también, que el número de competencias transferidas con posterioridad a las mencionadas fechas son exponentes que desmienten, por sí mismas, la Teoría de la conspiración en el desarrollo “ a la baja” del Estatuto.

Se han analizado, también, ante la comisión  lo que a juicio de algunos comparecientes se califican como frenos al total desarrollo del Estatuto, siendo estos:

· La judicialización del reparto competencial, derivada de que el TC ha tenido que precisar lo que el legislador no quiso precisar. El TC ha optado por opciones que no ponían en cuestión la noción directiva de las bases estatales.

· La interpretación de la categoría de bases o legislación básica que, en vez de ceñirse a ofrecer los grandes principios, ha llegado a extremos de gran detalle impidiendo el desarrollo normativo autonómico posterior. La ley básica ha condicionado las cuotas de autogobierno que pueden derivar del bloque de constitucionalidad. La ley básica en la realidad ha servido para delimitar competencias. Ha predominado una noción de lo básico como directriz que no como principios.

· Determinadas materias o criterios de atribución competencial han sido interpretados de forma muy expansiva (por ejemplo: 149.1.13, 149.1.1, concepto de interés público, la supraterritorialidad…etc), otras categorías como los principios de supletoriedad o prevalencia no están asumidos.

· El funcionamiento del Senado como Cámara de representación territorial es totalmente insuficiente. Un Senado de carácter autonómico podría asumir una composición sensible al marco autonómico. Hoy el Senado representa a las provincias y no a las CCAA. Tampoco en su función de cámara legislativa tiene ninguna relevancia.

· La obstaculización de los acuerdos entre CCAA como manifestación de federalismo cooperativo.

· Se ha potenciado un sistema relacional a través de las Conferencias sectoriales cuya dirección y determinación están en manos del Estado.

La experiencia de los veinte años transcurridos y la constatación de que, al día de hoy, el Estatuto no está cumplido faltando materias por transferir lleva a algunos comparecientes a afirmar que el Estatuto como marco de realización política esta devaluado. En el discurso político se han producido realineamientos, que colocan a la Constitución como obstáculo determinante, y además definitivo, para interpretar el valor del Estatuto como instrumento de realización política del Pueblo vasco y los poderes públicos e instituciones del Estado han sido radicalmente restrictivos con todos los elementos potenciales del Estatuto cuyo desarrollo hubiera permitido visualizarlo en un sentido más dinámico de realización progresiva del pueblo vasco. El Estado ha prescindido en definitiva del valor que tenía esa imagen como compromiso, como elemento fundamental del Pacto político, para una parte mayoritaria de la ciudadanía vasca.. En suma,  ha desaparecido el consenso político que se dio en torno al Estatuto.

Otros comparecientes creen que podemos y debemos discutir sobre lo que falta, asumir las críticas a algunos aspectos de nuestro modelo. Se puede estar más o menos satisfecho sobre los resultados de nuestro marco de autogobierno. Pero antes de hacer un balance crítico introducen  las siguientes apreciaciones de carácter general:

· Cualquier aproximación a etapas históricas anteriores nos muestra que nunca los vascos tuvimos tanto autogobierno como el que se ha creado con el Estatuto.

· Cualquiera que sea el País que tomemos como referencia, ya sea un Estado federal o uno confederal, dentro de un Estado, no hay ninguna región o nacionalidad o comunidad autogobernada que tenga tanta autonomía como tiene Euskadi.

Para finalizar,  hay quien hace un balance totalmente negativo del Estatuto y señala que el cumplimiento parcial del mismo pone de manifiesto su falta de validez al negar a los vacos la capacidad de decidir su futuro y negar que Euskal Herria sea sujeto de derechos.

El Estatuto como marco de derechos de la ciudadanía vasca.

Es generalizada la percepción de que el autogobierno alcanzado de la mano del Estatuto ha reportado un importante desarrollo económico y social a la ciudadanía vasca. Ahora bien, un problema que afecta a la convivencia  es el derivado de la violencia. 

Una parte de los comparecientes aprecia que el principal obstáculo para que el Estatuto desplegara todas sus virtualidades ha sido y es la existencia de un fenómeno terrorista que ha vulnerado de forma permanente el primero de todos los derechos humanos, el derecho a la vida. ETA menoscaba los derechos y libertades de la ciudadanía y atenta seriamente contra el pluralismo político y cultural del país.

El Estatuto de Gernika tiene en su artículo 9, un importante catálogo de mandatos dirigidos a los poderes públicos vascos para que procuren las condiciones del desarrollo económico, cultural y social de la ciudadanía vasca. Son mandatos exigibles y que comprenden la obligación de realizar una ordenación social propia y ajustada a las necesidades específicas de nuestro tejido socio-económico.

Sin perjuicio de cuanto antecede, una parte importante de los comparecientes cree que los poderes públicos vascos han cumplido razonablemente sus obligaciones frente a la ciudadanía vasca en los ámbitos competenciales en los que han podido actuar, lo que no quiere decir que todas las políticas públicas vascas sean eficaces, ni que no existan exigencias más que razonables de la misma ciudadanía vasca sin atender, como lo prueba la persistencia de espacios de exclusión social o desigualdad, o la persistencia del referido fenómeno más grave de la violencia.

-TRANSFERENCIAS PENDIENTES

En lo que se refiere a las competencias estatutarias pendientes hay que partir del contenido del informe sobre transferencias aprobado el 1 de julio de 1993 y del informe sobre prioridades de negociación de las transferencias pendientes avalorado positivamente en octubre de 1995, ambos, del Parlamento Vasco. De acuerdo con la actualización hecha por el Gobierno al 2001 quedan pendientes de transferencia 37 materias correspondientes, principalmente, a las áreas de Trabajo y Seguridad Social, Infraestructuras, Area económico-financiera, Industria, Educación e Investigación, Interior, Justicia, Cultura, Turismo y Agricultura y Pesca.

Los Informes de Transferencias que en la pasada década tomó en consideración el Parlamento Vasco obedecieron a dos planteamientos prácticos concretos:

· El primero permitió la gestación de un espacio mínimo de opinión unánime de los partidos políticos que tomaron parte en su elaboración, ratificado como posición del Parlamento Vasco, sobre los contenidos materiales del Estatuto respecto a los que era preciso cumplimentar el proceso transferencial, asumiendo las funciones, servicios y medios asociados en manos de la Administración del Estado con los que ejercer las competencias ya asumidas en el Estatuto.

· El segundo permitió también la gestación de un espacio mínimo de opinión unánime, a favor de la cual tomó también posición el Parlamento Vasco el 20 de octubre de 1995, tanto respecto a las prioridades como a los criterios con los que debía producirse la negociación de las transferencias pendientes entre el Gobierno Vasco y la Administración del Estado.

A día de hoy, y viendo el período de cerca de siete años transcurrido, algunos comparecientes han constatado un escaso fruto en el proceso negociador y un estancamiento prácticamente definitivo: -por la imposibilidad manifiesta de desarrollar, no ya un método eficaz para avanzar, sino para que los encuentros de las delegaciones puedan siquiera producirse; -y por la imposibilidad manifiesta de desarrollar las negociaciones sobre parámetros predominantemente administrativos, pues nadie es capaz de desligar el proceso del contexto político general.

Los comparecientes que han trasladado la posición del Gobierno Central sobre las transferencias pendientes entienden que una docena de las transferencias que se reclaman carecen de contenido (meteorología, ferrocarriles o I+D) y que , en el caso de las políticas de empleo la negativa recurrente del Gobierno Vasco a asumir las políticas activas de empleo ha impedido la consumación del traspaso competencial, entre otros argumentos.

Los puntos de discrepancia son los que resultan del contraste entre la actual opinión oficial de la Administración del Estado (reflejada en informe del MAP de 21 de octubre de 2001) y la opinión del Parlamento Vasco reflejada en su día  con la aprobación de los comentados informes.

El esquema consta de los cuatro bloques distinguidos por el MAP en el informe citado, con las materias implicadas y la referencia a la ficha que identificó el Informe de Transferencias aprobado en el Parlamento Vasco en 1993. Además de alguna observación aclaratoria, al razonamiento somero del MAP se opone la cita del argumento jurídico más objetivo que justificaría la vigencia de la reivindicación transferencial.
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	Competencias CAPV (art. 11.2.c)
	Retención en Estado funciones en Ley 98

	(2)Autopistas en régimen de concesión
	Traspaso en 1999 (A-8)
	Excepción a criterio territorial de régimen común (art.10.34, 37.3.f)
	STC 65 y 132 de 1998 confirman viabilidad traspaso A-1 y A-68

	(16)Servicios sociales ISM
	Traspaso en 1998
	Titularidad de todos los medios (art 18)
	Retención titularidad inmuebles en Estado

	(18)Medios comunicación social
	Traspaso en 1994
	
	

	(21)Instalaciones radioactivas de 2ª y 3ª
	Traspaso en 1994
	
	

	(27)Personal al servicio Admon. de Justicia
	Traspasos en 1996
	Cláusula subrogatoria LOPJ (art. 35.3)
	Persisten cuerpos nacionales funcionarios

	(28)TIVE
	Acuerdo en ponencia
	
	

	(32)Expedición títulos y convalidación estudios
	Traspaso en 1994
	Competencia CAPV reconocimiento estudios (art. 16)
	Acuerdo 96/ traspaso homologa/convalida títulos extranjeros

	(33)Enseñanzas super no integradas en Universidad
	Traspaso en 1994
	
	

	(42)SALES
	Traspaso en 1994
	
	

	(45)Ptica agroaliment y defensa contra fraudes
	Traspaso en 1994
	
	

	(46)FORPA y SENPA
	Traspaso en 1996
	
	

	(50)Colegios profesionales
	Traspaso en 1994
	
	

	(52)Seguros
	Traspaso en 1998 (mediadores de seguros)
	Potencialidad estatutaria menguada por Ley básica (art. 11.2.a)
	Puntos de conexión que vacían competencia autonómica

	(55)Mercado de valores
	Ley del Mercado de valores de 1998
	Potencialidad estatutaria menguada por Ley básica (art. 10.29)
	Puntos de conexión que vacían competencia autonómica


II. Materias de competencia CAPV que no requieren traspaso de medios según el MAP.

	(1)Meteorología
	Medios afectos a competencia estatal (art. 149.1.20 CE)
	Traspaso servicios no afectos a competencia estatal (art. 10.32)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(7)CEDEX (organismo de I+D para obras públicas)
	Medios afectos a obras públicas de interés general del Estado
	Traspaso de funciones de asistencia técnica e investigación (art 10.33)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(11)Salvamento marítimo
	Medios afectos a servicios en aguas exteriores interauton.
	Redistribuir medios y hacer traspaso (art. 12.10)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(22)IMPI, IDAE, EOI (apoyo a PYMEs)
	Organismos para competencias estatales.
	Competencia CAPV (art. 10.25,27 y 30)
	Sentencia TS que reconoce pendiente traspaso

	(23)Investigación
	Medios afectos a competencia estatal
	Traspaso/regularización financiera (art. 10.16)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(24)Sector público del Estado
	No requiere traspaso la presencia en empresas de representantes CA
	Competencias CAPV (art. 12.7)
	Voluntad política

	(37)Regulación de empleo
	Las funciones no requieren traspaso
	Procede ampliación de funciones (art 12.2)
	STC sobre FPC y planes y fondos nacionales

	(41)CIAT (centro de I+D para seguridad y salud laboral)
	Medios afectos a funciones de apoyo de carácter intercomunitario
	Competencia y traspaso de medios radicados en CAPV (art 12.2)
	Procede traspaso y posterior colaboración apoyo intercomunitario

	(47)FROM (fondo promoción productos pesqueros)
	Medios afectos a funciones supracomunitarias
	Competencia CAPV (art 11.1.c y 10.10, 25 y 27)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(31)Fondo de protección a la cinematografía
	Medios afectos a funciones supracomunitarias
	Competencia CAPV (art. 10.38)
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios


III. Materias de competencia exclusiva del Estado según el MAP.

	(17)Expedición permisos circul/matricul vehículos
	Art 149.1.29
	Art 17
	Competencias en tráfico

	(19)Servicios privados seguridad
	Art 149.1.29 y Ley de Seguridad Privada del 92
	Art 17
	Competencias en seguridad pública (recurridos Rgltos. TC)

	(30)Turismo
	Competencia estatal STC 58/82 Paradores de
	Ampliación traspaso 78 (profesiones, agencias, paradores) (Art 10.36)
	Error: STC 58/82 no afecta a Paradores de Turismo

	(34, 38, 40)Régimen económico SS
	Art 149.1.17
	Art 18.2.a) y b), disposición transitoria 5ª
	STCs, caja única y solidaridad principios a respetar, no obstáculo

	(44)FOGASA
	149.1.7, 11 y 13
	Art 12.2
	Conceptos fondos nacionales/caja única SS

	(48)Inspección pesquera
	149.1.19
	STC 113/83
	Racionalizar recursos

	(51)Crédito y banca
	149.1.11, 13 y 14
	Potencialidad estatutaria menguada por Ley básica (art. 11.2.a)
	Puntos de conexión que vacían competencia, STC 96/96 confirma

	(53)Crédito oficial
	149.1.11, 13 y 14
	STC 13/92
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(49)Seguros agrarios
	149.1.13
	Art 10.9, art. 2 Ley de Seguros combinados
	Regularización del Cupo sin perjuicio del no traspaso de medios

	(3)Aeropuertos
	El Estado se ha reservado gestión directa
	Traspaso de la gestión previsto en art. 12.8
	Directivas liberalización servicios en tierra

	(8)Ferrocarriles
	Servicios en catálogo estatal de interés general
	Art 10.32
	Servicios con origen y destino en CAPV

	(20)Elecciones municipales
	149.1.1
	Art 37.3
	Núcleo intangible de la foralidad (STC)


IV. Materias pendientes de acuerdo según el MAP.

	(5)Transporte marítimo
	
	Art 10.32
	Sin criterio

	(9)Transporte mecánico por carretera
	
	Art 10.32, 12.9. Ley Orgánica/delegación 87
	Sin criterio

	(26)Centros penitenciarios
	
	Art 10.14, 12.1
	Negada en 2002 por razón prioridad política

	(29)Gestión archivos titularidad estatal
	
	Racionalizar gestión infraestruct culturales
	Ofrecida en 2002, sin detallar términos

	(35, 36)INEM
	
	Arts 9.2.c), 10.25 y 12.2

STC sobre FPC
	Ofrecida en 2002, sin aclarar discrepancias

	(39)ISM
	
	Funciones de gestión del régimen ecico especial de SS, y de INEM
	Debe ser error salvo sólo referencia a funciones de INEM. Sin criterio

	(43)Inspección de Trabajo
	Colaboración para funciones estatales
	Art 12.2 y 18. Ley reguladora de 1997
	Rechazo en 2002 a traspaso funcionarios


Una gran parte de los comparecientes entiende que para completar el Estatuto hace falta voluntad política y, tras veinte años de su aprobación, considera el pleno cumplimiento del Estatuto de Gernika, de acuerdo con los sucesivos pronunciamientos del Parlamento Vasco sobre los Informes de Transferencias,  constituye una prioridad y exigencia insoslayables. 

-DESARROLLO AD INTRA DEL ESTATUTO
El pleno desarrollo del Estatuto presenta una vertiente interna en relación con el desarrollo de la vertebración institucional interna en la Comunidad Autónoma de Euskadi.

En opinión de varios comparecientes ha llegado el momento y logrado el grado de consolidación institucional suficiente como para posibilitar modificaciones normativas importantes en este plano institucional. Estas modificaciones normativas requerirán de un alto consenso social y político, teniendo en cuenta que los últimos veinte años de régimen autonómico han posibilitado un modelo relacional entre Instituciones Comunes y Forales.

Se ha recordado ante la comisión lo urgente de un planteamiento municipalista, considerado prioritario, entre otras muchas razones, porque en función de que dibujemos más claramente el tratamiento de “lo local” en Euskadi profundizaremos en el modelo relacional de los otros dos niveles, adaptándolo y estructurándolo seguramente de otra manera. La elaboración de una Ley Municipal que impulse la integración plena y definitiva de los Municipios en el sistema público institucional y financiero de Euskadi, es del todo necesaria

La ley municipal obligará a reformular y adaptar parcialmente el modelo relacional –Ley de Territorios Históricos- desde tres polos de interés:

· De integración del concepto de autonomía local en el conjunto institucional.

· De ejercicio de la autonomía local de modo coordinado con los otros dos niveles institucionales, lo que requerirá definir espacios comunes materiales y desarrollar en ellos instrumentos de relación interadministrativa.

· De mejora de la eficacia y eficiencia en el funcionamiento de los tres niveles institucionales a través de alcanzar planificaciones más coordinadas y evitar actuaciones concurrentes sin armonía previa.

Para finalizar, algún compareciente ha recordado que hay competencias que el Gobierno Vasco tiene pendientes de transferir a Diputaciones Forales (por ejemplo, obras hidráulicas). Existen discrepancias sobre el alcance y la oportunidad, pero en ningún caso puede entenderse cerrado este proceso.

2. ESTUDIO DE LAS OPCIONES DE ACTUALIZACIÓN DEL PACTO ESTATUTARIO EN FUNCIÓN DE SUS POTENCIALIDADES

En lo que respecta al futuro del autogobierno y a las opciones de actualización del pacto estatutario que permitan hacer frente a los tiempos venideros, configurados por los nuevos parámetros que nos da Europa, por la globalización y por la desaparición de las fronteras, teniendo presentes las distintas realidades jurídico-administrativas existentes en los herrialdes de Araba, Bizkaia, Gipuzkoa, Nafarroa, Lapurdi, Zuberoa y Behe Nafarroa a nivel político, lingüístico, cultural, social etc., los comparecientes han aportado diferentes alternativas.

Muchos comparecientes han remarcado la profunda transformación que se ha producido en la sociedad vasca veinte años después de la aprobación del Estatuto surgiendo nuevas necesidades y realidades inexistentes en el año 1979 y la necesidad de actualizar el actual autogobierno para hacer frente a los nuevos tiempos.

Ahora bien, a la hora de concretar las posibles formas de actualizar el autogobierno han quedado muy patentes las valoraciones que apuntan en un sentido alternativo. En el sentido de pronunciamientos de futuro que ponen el acento bien en las reformas institucionales que afectarían al Estado español y que pudieran orientar de otra forma la evolución del Estado de las Autonomías, bien en el diseño de una transformación desde el propio marco estatutario, debiendo ser la negociación y los consensos los que definan el camino futuro.

A continuación, de forma somera, se reseñan las principales alternativas expuestas ante la comisión para profundizar en el autogobierno:

- ALTERNATIVA DE LAS REFORMAS INSTITUCIONALES EN EL ESTADO
Algunos comparecientes han declarado ante la comisión que no se puede hablar de las potencialidades que encierra el Estatuto, si no es desde la aceptación de su vigencia y de la necesidad de seguir apostando por mantener este marco político para completar su desarrollo.

Profundizar en el autogobierno, en opinión de este grupo, supone diseñar un marco de relaciones entre las instituciones autonómicas y estatales que resulte más eficaz y adaptar nuestro sistema institucional a las necesidades de la España autonómica,  proponiendo caminar hacia un horizonte federal.

El federalismo, aparte de conseguir el definitivo encaje de Euskadi en España dentro de la nueva Europa unida, sería la manera más positiva y democrática de articulación de los poderes políticos y de aproximación de estos poderes a los ciudadanos y ciudadanas.   Este sistema de articulación de los Estados y sus regiones y comunidades supone un criterio de organización social democrática, que tiene como idea fundamental la prioridad del individuo, de su libertad individual.

La Constitución establece un modelo abierto, dinámico y flexible, que permite perfectamente una lectura federal de la misma.

Entre las medidas, posibles, que ha apuntado este grupo de comparecientes para avanzar en el autogobierno destacan las siguientes:

· Una relectura flexible, abierta y leal de las Leyes de bases del Estado, que evite eventuales excesos y vulneraciones de las competencias autonómicas.

· Un impulso de la presencia de Euskadi en órganos de cooperación, retomando y normalizando las relaciones con el Gobierno Central.

· Una reforma del Senado en una perspectiva federal, con representación directa de senadores representando a los Gobiernos y a las Cámaras de las Comunidades Autónomas.

· Una participación más activa de la Comunidad Autónoma Vasca en la Unión Europea en el marco de las reflexiones que partidos políticos, instituciones y organismos europeos han empezado de cara a la reforma institucional de la Unión prevista para el año 2004.

· Una potenciación de la presencia exterior en la vertiente de la cooperación interregional.

· Una configuración del Tribunal Constitucional, el C.G.P.J. y otros órganos centrales del Estado, acorde con el modelo de Estado que se deriva de la España de las autonomías.

· Una nueva relación institucional con la Comunidad Foral Navarra, desprendida de cualquier discurso unificador y de conflicto territorial. Una relación especial surgida no sólo de la mera vecindad sino también de las raíces profundas de afinidad cultural, histórica y social.

· Una potenciación, en el marco de la cooperación transfronteriza, de un nivel de relación de todos los niveles con las instituciones del País Vasco-Francés, considerando la existencia de rasgos culturales compartidos.

- ALTERNATIVA DEL ART. 150-2 CONSTITUCION
Otros comparecientes han señalado que una vía sin explorar que puede permitir una profundización en el autogobierno es la que prevé el art. 150-2 de la Constitución. Este precepto prevé que: “El Estado podrá transferir o delegar a las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros así como las formas de control que se reserve el Estado”.

Aunque también hay quienes han advertido que esta alternativa no ofrece garantías.

- ALTERNATIVAS PARA LA ACTUALIZACION O PARA LA ELABORACIÓN DE UN NUEVO MARCO

Otro grupo de intervinientes ha apuntado alternativas para actualizar el actual marco jurídico político más profundas que las esbozadas con precedencia. Estas alternativas podríamos englobarlas en los apartados siguientes:

Reconocimiento del derecho de autodeterminación del Pueblo Vasco

Entre las opiniones vertidas ante la comisión especial de autogobierno el derecho de autodeterminación es el que ha suscitado mayor controversia, permitiendo muchos tipos de aproximaciones y ha brindado oportunidades de debate.

Se ha recordado que en los Pactos de 1966 sobre Derechos Civiles y Políticos y sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, además de los derechos individuales, aunque lo sean de ejercicio social reaparece el derecho a la libre determinación de los pueblos, como derecho de un sujeto colectivo, el pueblo, a la libertad, lo que se erige en un requisito necesario para la libertad individual.

En este punto el debate se bifurca entre quienes afirman que el derecho de autodeterminación queda justificado únicamente para los supuestos de colonización o desconocimiento de los derechos fundamentales de las minorías y quienes entienden que los criterios de descolonización han quedado superados y citan  como ejemplos la reunificación de Alemania o el caso de checos y eslovacos.

La declaración del Tribunal Supremo de Canadá a propósito de la autodeterminación de Quebec ha sido recordada en más de una ocasión. En opinión de este tribunal la secesión de Quebec no puede realizarse de forma unilateral, pero sí que puede adoptarse de acuerdo con la Constitución de Canadá, con un proceso de reforma que deberá pactarse y previa celebración de un referéndum que manifieste de una forma clara la voluntad democrática del pueblo de la provincia de Quebec de separarse del Canadá.

En lo que respecta a Euskal Herria, ha habido comparecientes que han recordado los acuerdos aprobados por el Parlamento Vasco en 1990 sobre el reconocimiento del derecho de autodeterminación del Pueblo Vasco.

Algunos han defendido que para que los vascos puedan desarrollar sus derechos civiles y políticos de manera normalizada es necesario articular un sistema político con garantías, lo que pasa, inexorablemente, por el reconocimiento de Euskal Herria como pueblo integrado por Araba, Bizkaia, Gipuzkoa, Nafarroa, Lapurdi, Behe Nafarroa y Zuberoa., como sujeto político de derechos, demandando el reconocimiento del derecho de autodeterminación del Pueblo Vasco.

Frente a estas opiniones, ha habido quienes han negado la existencia del Pueblo Vasco y han defendido que no cabe reconocer el derecho de autodeterminación para el pueblo vasco, entre otras razones, por no estar previsto en la Constitución y no respetar la legalidad democrática, añadiendo que no responde a una prioridad y que solo elevaría la tensión y la crispación de la ciudadanía.

Reforma total de la Constitución

Ha habido quienes han defendido la reforma de la Constitución como vía para solucionar y dar respuesta a las aspiraciones de autogobierno del País Vasco. 

Así como quienes se han opuesto por distintas razones. Unos, porque no ven la oportunidad, ni la necesidad de acometer tal reforma y otros, por entender que la reforma no es la solución porque el problema estructural radica en las propias Constituciones española y francesa y en la división territorial que someten a Euskal Herria, abogando por la creación de una Constitución propia para Euskal Herria.

La vía de los derechos históricos

La vía de los derechos históricos ha sido defendida por algunos comparecientes como vía para profundizar y desarrollar las potencialidades del autogobierno vasco. Estos derechos históricos se encuentran en la Constitución y en el Estatuto en el marco de la Disposición Adicional 1ª y Disposición Adicional única, respectivamente. 

Quienes defienden esta vía advierten que enfatizar el diferente tenor literal que tienen la Disposición Adicional 1ª de la Constitución y la Disposición Adicional del Estatuto, esto es, hay que tener en cuenta la novación sustantiva que deriva de la reintegración foral de los Territorios Históricos en el primer caso, para pasar en el segundo a la no renuncia por el Pueblo vasco de los derechos que por su historia le pudieran corresponder.

El apartado 2 de la disposición derogatoria de la Constitución, en tanto que la derogación de las Leyes abolitorias de los Fueros vascos sugiere palmariamente la vigencia del régimen específico foral y, en consecuencia, del propio estatus jurídico-político específico que comportaba.

Los derechos históricos que se respetan en la Constitución, no se crean por ella; estamos, para los defensores de esta tesis, ante una realidad preconstitucional, ante un derecho propio, autónomo y originario. La Constitución ampara y respeta una realidad, una categoría que ha venido a definirse como un ser (en el sentido de una personalidad, unos derechos que representan más una cualidad que una cantidad o bien en el sentido de estar integrado por unas instituciones, por un haber competencial y por una forma de relacionarse con el Estado). A su vez, la Constitución concreta y limita su actualización y eficacia jurídica al marco constitucional (marco en cuanto constitución sustancial, principios fundamentales del texto constitucional).

En opinión de los comparecientes que han defendido esta vía, de la naturaleza foral del autogobierno vasco se deduce: (a) la paraconstitucionalidad del autogobierno; se parte de la Disposición Adicional 1ª pero su fundamento son los derechos históricos que son anteriores a la CE; (b) el carácter pactista como esencia de la foralidad y (c) la co-soberanía, como competencia sobre la propia competencia que debe ejercerse en relación con un tercero.

El Estatuto de Autonomía del País Vasco supone una actualización parcial de los derechos históricos, actualización que no acaba, que debe proseguir, debe continuar convirtiendo la potencia en acto. Dicho de otra forma, los derechos históricos representan la Constitución del Pueblo vasco y son el fundamento de su autonomía.

IV. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE RESOLUCIÓN SOBRE EL RESPETO Y CUMPLIMIENTO DEL PACTO ESTATUTARIO

a) CONCLUSIONES

ORÍGENES DEL ESTATUTO

1. El sentir mayoritario de la ciudadanía vasca es que el Estatuto se configuró en términos políticos como un Pacto, con un fundamento de consenso, que tuvo su origen en la caracterización y recuperación del régimen foral propio de los Territorios Históricos Vascos, para avanzar en tres órdenes: en la realización política del Pueblo Vasco, en el disfrute del régimen democrático de derechos fundamentales y libertades públicas, y en el ejercicio de un nivel profundo de autogobierno a través de las competencias y de la gestión pública asumida por las instituciones vascas.

2. Esperábamos un completo desarrollo del Estatuto, siguiendo el cauce paccionado y negociador, presidido por la actualización y proyección de las potencialidades del régimen foral.

BALANCE ACTUAL SOBRE EL PACTO ESTATUTARIO
3. El sentir mayoritario de la ciudadanía vasca entiende que hoy ha desaparecido el consenso político que se dio en torno al Estatuto, dada la manifestación palpable de su incumplimiento, no sólo cuantitativo sino fundamentalmente cualitativo, y que esta situación es importante a la hora de exigir lealtad al propio Estatuto.

4. La sociedad vasca aprecia positivamente la amplia capacidad de gestión pública autónoma asumida con el Estatuto y el nivel de bienestar logrado, sin perjuicio de que una mayoría significativa de la misma sigue considerando necesario el acceso a mayores cotas de autogobierno, y ello tanto porque aprecia que la profundización en el mismo constituye un vehículo de realización política del Pueblo Vasco, como porque esa mayoría tiene acreditada y arraigada la convicción de que su bienestar depende en gran medida de la capacidad y eficacia con la que sus instituciones puedan defender sus intereses y su identidad en un mundo cada vez más globalizado e interdependiente. Ello, sin perjuicio de que se puedan compartir con otras realidades institucionales ámbitos de decisión comunes.

BALANCE SOBRE EL RESPETO Y CUMPLIMIENTO DEL ESTATUTO
5. En relación a su encaje en el desarrollo de la organización territorial del Estado, encontramos un problema importante en la no superación de una dinámica contradictoria entre unidad y diversidad en el Estado español, porque el proceso autonómico no ha avanzado con éxito en una solución de aprehensión del hecho diferencial, permaneciendo sin encaje tanto el hecho plurinacional, como las alternativas de marcos acordes con los modelos del federalismo asimétrico. La construcción constitucional del modelo político se ha concentrado, en gran medida, en justificar los ámbitos reservados a las potestades estatales. Tampoco se encuentran habilitadas estructuras ni mecanismos eficaces para posibilitar una participación autonómica integradora en ninguno de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial.

6. En relación con el proceso de transferencias de funciones y servicios a la Comunidad Autónoma del País Vasco, hoy debemos entender agotado y bloqueado el debate sobre las transferencias pendientes para seguir completando el desarrollo del Estatuto, en la medida en que el Gobierno del Estado condiciona todo avance a la aceptación previa de:

a) Una lectura restrictiva de las capacidades asumidas en el Estatuto en favor de una revitalización expansiva del Estado gestor.

b) La subordinación a las políticas públicas sectoriales que se diseñen a nivel de Estado.

c) Que concurra una estricta razón de oportunidad política del Estado.

d) Que no exploremos las potencialidades de actualización del régimen foral para justificar y profundizar en el hecho diferencial.

Estas condiciones impiden objetivar cualesquiera fundamentos técnicos y jurídicos que amparen lecturas alternativas del desarrollo competencial estatutario vasco, incluso aunque hubieran sido admitidas por la jurisprudencia constitucional. De hecho, la postura oficial actual del Estado no asume la propuesta aprobada en el Informe de Transferencias de 1993 por el Parlamento Vasco.

7. En relación con el desarrollo ad intra del Estatuto, y desde la experiencia de una etapa importante de funcionamiento del entramado de instituciones vascas comunes, forales y municipales, consideramos necesaria –más allá del cumplimiento íntegro del Estatuto- una reformulación y adaptación parcial de las reglas de relaciones y de convivencia interinstitucionales –Ley de Territorios Históricos- que renueve el modelo relacional, teniendo en cuenta tanto la participación en los asuntos políticos-públicos de los municipios, como la experiencia acumulada durante los últimos años a la hora de lograr una mayor eficacia en la gestión de los asuntos públicos, reforzar el principio de subsidiariedad en los planteamientos para con la ciudadanía, y alcanzar una mayor coordinación interinstitucional de las politicas públicas comunes.

CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL PACTO ESTATUTARIO

Sobre las consecuencias del bloqueo y la erosión que han llevado a la quiebra actual del Pacto Estatutario, concluimos que en importantes sectores de la sociedad vasca se están gestando actualmente tres consecuencias principales:

8.- La pérdida irreparable de respeto y lealtad para con el marco jurídico-político estatutario, y el debilitamiento creciente de la confianza en el mismo, porque la sociedad vasca aprecia progresivamente que va dejando de ser un mecanismo hábil para satisfacer las expectativas para las que fue aceptado, a saber, cada vez es más difícil progresar en la realización política del Pueblo Vasco, en el disfrute del régimen democrático de derechos y libertades, y en la asunción de competencias y de gestión pública por las instituciones vascas.

9.- La amenaza para el mantenimiento y mejora de las cotas de bienestar alcanzadas en la sociedad vasca, porque sus instituciones de autogobierno no completan el entramado de instrumentos que necesitan para poner en marcha políticas públicas eficaces y no alcanzan voz suficiente en los ámbitos y entornos en los que se toman decisiones que influyen decisivamente en la capacidad de actuación pública.

10.- La creencia progresiva de numerosos sectores sociales de distintas sensibilidades de que ha llegado el momento histórico de alcanzar consensuadamente un nuevo Pacto Político para la convivencia. Dicha creencia es sentida mayoritariamente como acceso a una ilusionante opción de convivencia que establezca definitivamente los parámetros de normalización política en Euskadi; una convivencia basada en el radical respeto y reconocimiento de las distintas identidades y sensibilidades existentes en nuestra sociedad.

b) PROPUESTA DE RESOLUCIÓN 

Considerando que el Estatuto de Autonomía de Gernika se configuró en términos políticos como un Pacto, con un fundamento de consenso, que tuvo su origen en la caracterización y recuperación del régimen foral propio de los Territorios Históricos Vascos, para avanzar en tres órdenes: en la realización política del Pueblo Vasco, en el disfrute del régimen democrático de derechos fundamentales y libertades públicas, y en el ejercicio de un nivel profundo de autogobierno a través de las competencias y de la gestión pública asumida por las instituciones vascas,

Considerando que la sociedad vasca, apreciando positivamente la amplia capacidad de gestión pública autónoma asumida con el Estatuto y el nivel de bienestar político, económico y social susceptible de ser logrado, y manteniendo arraigada la convicción de que su bienestar global depende en cada momento de la capacidad y eficacia con la que sus instituciones puedan defender sus intereses y su identidad en un mundo cada vez más globalizado e interdependiente, entiende que, con independencia de las causas que puedan esgrimirse, hoy es un hecho que, a través de una manifestación palpable de su incumplimiento, no sólo cuantitativo sino fundamentalmente cualitativo, ha desaparecido el consenso que dio origen y caracterización política al Estatuto,

Considerando que es muy grave que hoy, y a pesar de los esfuerzos reiterados y demostrables de las Instituciones del País Vasco, el proceso de transferencias de funciones y servicios a Euskadi para seguir completando el desarrollo del Estatuto se encuentra bloqueado porque el Gobierno del Estado condiciona todo el avance a: la aceptación previa de una lectura restrictiva de las capacidades asumidas en el Estatuto en favor de una revitalización expansiva del Estado gestor; a la subordinación a las políticas públicas sectoriales que se diseñen a nivel de Estado; a que concurra una estricta razón de oportunidad o prioridad política del Estado y a que no exploremos las potencialidades de actualización del régimen foral para justificar y profundizar en el hecho diferencial que legítimamente corresponde a nuestra Comunidad Autónoma en función de los derechos históricos a los que nunca renunció y que se encuentran plasmados en la Constitución y en el propio Estatuto,

Considerando que a las condiciones políticas antedichas que impiden objetivar cualesquiera fundamentos técnicos y jurídicos que amparen lecturas alternativas del desarrollo competencial y que, de hecho, la postura oficial actual del Estado ignora la propuesta para completar el Estatuto Vasco aprobada en el Informe de Transferencias de 1993 por el Parlamento Vasco y no asume el Informe sobre prioridades de negociación de las transferencias pendientes de 1995; considerando asimismo que si unimos a todo ello el hecho de que la construcción constitucional del modelo político se ha concentrado casi exclusivamente en justificar los ámbitos reservados a las potestades estatales sin que tampoco se encuentren habilitadas estructuras ni mecanismos eficaces para posibilitar una participación autonómica integradora en ninguno de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial,

Considerando que cumplir al completo las capacidades cualitativas y cuantitativas del Estatuto es una prioridad social y de derecho en Euskadi sin que ninguna Institución esté legitimada para dilatar, restringir o imposibilitar los niveles de autogobierno pactados,

EL PARLAMENTO VASCO

PRIMERO.- EVIDENCIA públicamente el incumplimiento del Estatuto de Autonomía para el País Vasco aprobado por Ley Orgánica en el año 1979, DENUNCIA públicamente la responsabilidad política del Gobierno español por haber propiciado unilateralmente el bloqueo del proceso transferencial articulado para el cumplimiento del mismo e INSTA al Gobierno español a que, con carácter urgente y en un plazo no superior a dos meses, defina un proyecto operativo y calendario de cumplimiento y desarrollo completo del Estatuto de Autonomía de Gernika, de acuerdo con el respeto a los hechos diferenciales que definen la autonomía vasca y al principio de subsidiariedad.

SEGUNDO.- PROCLAMA que de no obtenerse en dicho plazo una respuesta satisfactoria a juicio de este Parlamento, se apreciará que no concurre en el Estado voluntad alguna de desarrollo estatutario y de articulación del autogobierno leal, sino la de retrasar y castigar políticamente a la sociedad vasca frenando las potencialidades de sus derechos políticos, económicos y sociales, su bienestar en definitiva, y en consecuencia asistirá a la sociedad vasca el derecho de entender que el Estado habrá quebrado definitivamente y de manera unilateral el consenso estatutario que sirvió de marco pactado en su día con las responsabilidades políticas subsiguientes.

TERCERO.- INSTA al Gobierno Vasco a que proponga y, en su caso, adopte las medidas que procedan para garantizar el cumplimiento del Estatuto de Autonomía de Gernika y el pleno ejercicio por las instituciones vascas de las competencias asumidas en el texto estatutario con independencia de los procesos transferenciales requeridos para su ejercicio y que dependen de la voluntad del Estado. En particular, entre las medidas citadas se impulsarán las iniciativas normativas o de otra naturaleza ante el Parlamento Vasco que permitan, democráticamente, el cumplimiento y desarrollo completo del Estatuto de Autonomía de Gernika.

V. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE RESOLUCIÓN SOBRE CONTENIDOS PARA UNA ACTUALIZACIÓN DEL PACTO ESTATUTARIO DE ACUERDO CON SUS POTENCIALIDADES

a) CONCLUSIONES

1. El Parlamento Vasco proclamó en su resolución de 15 de febrero de 1990 que el Pueblo Vasco tiene derecho a la autodeterminación, y que este derecho reside en la potestad de sus ciudadanos para decidir libre y democráticamente su status político, económico, social y cultural, bien dotándose de un marco político propio o compartiendo, en todo o en parte, su soberanía con otros pueblos. Asimismo, el Parlamento Vasco concluyó que siendo el Pueblo Vasco el titular del derecho, son sus instituciones representativas, en cuanto depositarias de su soberanía, las únicas legitimadas para impulsar su ejercicio y, en tal sentido, promover y decidir planteamientos de incorporación al ordenamiento jurídico de reformas, de conformidad con los procedimientos establecidos al efecto.

2. Entendemos que la Democracia tiene su expresión en el principio de mayoría y de resolución pacífica de los conflictos a través del consenso y de la negociación. Concluimos que la construcción de un consenso mayoritario en la actualización del Pacto Estatutario requiere hoy la base mínima de la aceptación de un nuevo pacto político con el estado español que incorpore nuevas fórmulas de relación. Fórmulas de relación que lleven a superar tanto el incumplimiento de lo previsto en el Estatuto de Autonomía, como pacto interno a la sociedad vasca y de ésta con el Estado, como el disenso referido al reconocimiento del derecho de libre determinación o, cuando menos, el referido a que la sociedad vasca pueda ser consultada a este respecto.

En este sentido, el Parlamento Vasco, a través de la negociación y el diálogo que permita alcanzar consensos mayoritarios suficientes y claros, tiene pleno derecho a proponer a la sociedad vasca las formas de organización política que en cada momento estime, y el Estado tiene el deber democrático de respetar esa voluntad y aceptar la negociación.

3. Una parte importante dentro del esfuerzo necesario para obtener el consenso mayoritario requiere de una profundización en el principio democrático que ayude a comprender y compatibilizar la existencia del Pueblo Vasco como pueblo histórico con identidad propia, como sociedad diferente y como sujeto político, con la territorialidad en la que ha permanecido, aunque sea de un modo desigual, pero como realidad social y cultural con identidad propia.

En particular, el camino del consenso requiere comprender que se puede respetar escrupulosamente la voluntad de los ciudadanos y ciudadanas de cada ámbito político, de acuerdo con el ordenamiento jurídico democrático aplicable en cada uno de ellos, sin negar la articulación de la realidad del Pueblo Vasco en siete herrialdes. Y comprender asimismo que también se puede respetar escrupulosamente a las instituciones democráticas de cada ámbito, de índole estatal o regional, posibilitando instrumentos de relación de forma amplia o flexible entre todas las colectividades vascas, que propicien la cooperación con fines sociales, culturales y también políticos. La cuestión estriba tanto en el respeto a las instituciones y marcos vigentes, como en el respeto a la voluntad libre de transformarlos dentro del sistema democrático.

4. La otra parte importante del esfuerzo necesario para obtener el consenso mayoritario requiere de una profundización específica en un nuevo proyecto de convivencia entre Euskal Herria y el Estado español.

Se trata por una parte de adecuar el marco relacional y de garantías, arbitrando nuevos sistemas de coparticipación, de colaboración en la toma de decisiones, de corresponsabilidad, procedimientos que abocan a una necesaria participación. Hay que tomar como referencia un marco de políticas públicas en las que la Comunidad Autónoma se desenvuelve con competencias propias y magnitudes que justifican una nueva relación y articulación respecto a la posición estatal, entendida en términos neutros, de no subordinación, que refleje la singularidad y especialidad.

A partir de aquí, debería progresarse en la singularidad concreta en aspectos tales como: el régimen general de relaciones entre el Estado y la Comunidad Autónoma y las garantías de cumplimiento del acuerdo logrado así como el sistema de solución de conflictos; el alcance y contenido de las competencias exclusivas a partir de reconocer que las políticas propias de la Comunidad Autónoma se desenvuelven en términos de autonomía frente al Estado, entendida la relación en términos neutros y no de subordinación; el encaje con las realidades estatales y subestatales que política,  jurídica y territorialmente tienen relación con la Comunidad Autónoma; la regulación y competencia en materia de derechos fundamentales y no fundamentales, y de los deberes; la validez o necesaria revisión de los marcos institucionales y de la configuración de los poderes en el País Vasco; el engranaje competencial sectorial en todas las materias sociales, laborales y de empleo, educativas y culturales, económicas y financieras, de seguridad, de autoorganización, etc... que resulten explorables y su alcance en términos de exclusividad, compartición, en régimen de neutralidad y de igualdad; la participación en las instituciones europeas en las materias que resulten afectadas y, en fin, en todos aquellos aspectos que resulten necesarios para lograr un modelo de convivencia duradero, de aceptación mayoritaria y de aplicación leal.

5) Finalmente, consideramos necesaria la ratificación por la sociedad vasca del marco que sea propuesto por las fuerzas políticas. La conclusión al respecto no es otra que el reconocimiento del derecho de la sociedad vasca a ser consultada para decidir libre y democráticamente su futuro, su forma de organización política; derecho sin cuyo ejercicio no hubiera sido -ni será- posible la aplicación de ningún marco jurídico-político a la misma.

b) PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

Considerando que el Estatuto de Autonomía de Gernika, aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, refrendado libre y mayoritariamente por la ciudadanía vasca de Araba, Bizkaia y Gipuzkoa, constituyó el punto de encuentro de una voluntad mayoritaria y el marco jurídico-político del que se dotó la sociedad vasca en un determinado momento histórico para acceder a su autogobierno y regular su convivencia pacífica,

Considerando que el Parlamento Vasco en su resolución aprobada el 15 de febrero de 1990, proclamó que la profundización en el autogobierno a través del pleno y leal desarrollo de todos y cada uno de los contenidos del Estatuto representaba para la ciudadanía vasca un marco válido para la resolución progresiva de los problemas de la sociedad vasca, así como para avanzar en la construcción nacional de Euskadi,

Considerando que el ordenamiento constitucional ampara y respeta, haciendo plenamente legítimo, un proceso de actualización política del marco estatutario vasco, dado que apreció la existencia del Pueblo Vasco o Euskal Herria con sentido de realización política y de encaje como realidad histórica, y a tal fin, en su disposición adicional primera, ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales vascos, y en su disposición derogatoria restablece la realidad histórica jurídico-política anulada por las Leyes abolitorias de los Fueros Vascos de 25 de octubre de 1839 y de 21 de julio de 1876; y asimismo el Estatuto de Autonomía para el País Vasco proclama en su Título Preliminar al Pueblo Vasco o Euskal Herria, a los efectos de reconocer a los territorios de Araba, Bizkaia, Gipuzkoa y Nafarroa el derecho a formar parte, como expresión de su nacionalidad y acceso a su autogobierno, de la Comunidad Autónoma de Euskadi, y la disposición adicional del Estatuto determina que la aceptación de dicho régimen de autonomía no implica renuncia a los derechos que como Pueblo Vasco le hubieran podido corresponder en virtud de su historia, que podrán ser actualizados de acuerdo con lo que establezca el ordenamiento jurídico,

Considerando que la existencia de colectividades como la vasca, con una fuerte identidad propia, las hace legítimas aspirantes a constituir entidades culturales y políticas propias, que pueden articularse, bien en el marco de las estructuras políticas de los Estados, de una forma libre y consentida por todas las partes, o articularse a través de nuevas fórmulas o estructuras políticas que puedan desarrollarse, entre otros ámbitos, en el seno del propio proceso abierto de construcción de la Unión Europea,

Considerando que la legitimidad de todas las ideas políticas expresadas democráticamente tienen en el marco parlamentario la vía de defensa y, en su caso, de incorporación al ordenamiento jurídico, y que el Parlamento Vasco como Institución representativa está legitimado para promover las iniciativas y plantear las reformas de todo tipo que considere oportunas, de acuerdo con las aspiraciones mayoritarias de la ciudadanía vasca y sin perjuicio de su ratificación por la misma, en un proceso en el que la sociedad vasca sea consultada y decida libre y democráticamente su futuro, 

Considerando que, adicionalmente, resulta imprescindible la articulación de consensos políticos básicos y con garantía de que  los proyectos políticos que los sustenten puedan ser defendidos en igualdad de condiciones bajo los principios democrático, histórico y de respeto y defensa de la libertad individual de todas las personas a fin de encontrar un modelo de convivencia duradero, de aplicación mayoritaria o democrática y respetuosa con las aspiraciones que todos y cada uno de los actores políticos actuantes en el Parlamento,

El Parlamento Vasco acuerda:

PRIMERO

· Reconocer la existencia del Pueblo Vasco o Euskal-Herria, esto es, el reconocimiento del sujeto político como una realidad social y cultural común con identidad propia que pertenece por igual a los vascos y vascas de los siete territorios.

· Reiterar el derecho que asiste a Araba, Bizkaia, Gipuzkoa y Navarra, ubicados en el estado español, a establecer el marco de relaciones jurídico-políticas que estimen más adecuado sin más limitaciones que la voluntad de sus ciudadanos y ciudadanas.

· Posibilitar instrumentos políticos, económicos, sociales y culturales de relación entre los territorios vascos situados en el Estado español y los territorios vascos situados en el Estado francés, utilizando de forma amplia y flexible la normativa comunitaria que propicia la cooperación entre territorios pertenecientes a distintos Estados de la Unión.

· Afirmar que desde el derecho a la libre determinación del Pueblo Vasco, como expresión de su nacionalidad y para acceder a su autogobierno, el Pueblo vasco tiene derecho a ser consultado para poder decidir libre y democráticamente su status político, económico, social y cultural, respetando la voluntad de los ciudadanos y ciudadanas de cada ámbito político en el que éste se articula.

· Establecer que la actualización y profundización correspondiente debe acometerse definiendo, entre otras cuestiones, una renovación y actualización de nuestro actual haber competencial a fin de adecuarlo a los nuevos escenarios económicos y sociales europeos y a la voluntad mayoritaria de la sociedad vasca, posibilitando un pacto político con el estado que garantice la presencia directa de Euskadi en Europa y en el mundo, en aplicación y de conformidad con el Tratado de la Unión y el derecho internacional.

· Arbitrar el régimen de relaciones y de garantías jurídicas y políticas que asisten al pueblo vasco respecto del Estado en garantía de estabilidad institucional e impedimento de restricción unilateral del nivel de autogobierno derivado del pacto suscrito.

SEGUNDO

Proclamar que la actualización y profundización en el autogobierno vasco a través de una reforma del marco jurídico que responda a las aspiraciones actuales libres y democráticamente representadas del pueblo vasco supone para la sociedad vasca un derecho en la búsqueda de un marco válido y un nuevo intento legítimo y necesario para superar los problemas y alcanzar una regulación adecuada a su normalización democrática a través de los instrumentos normativos y de participación que resulten de aplicación.

TERCERO

Desde el liderazgo de las Instituciones representativas del Pueblo Vasco, como referentes promotores y articuladores, INICIAR la elaboración y el desarrollo del conjunto de propuestas recogidas en esta Resolución para su materialización y articulación en un nuevo Proyecto o Proyectos de ordenamiento jurídico. Desarrollo y articulación que serán el resultado de un proceso abierto y promovido en el conjunto de la sociedad vasca y con la máxima participación de los agentes políticos, económicos, sindicales, sociales y culturales.


Sede del Parlamento Vasco, a 8 de julio de 2002.

La Presidenta de la Comisión

El Secretario de la Comisión

Elixabete Piñol Olaeta


Antton Karrera Agirrebarrena
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